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      La economía de estos decenios muestra tres etapas claras y grandes transformaciones. La primera etapa es el principio del fin de un largo periodo de alto crecimiento que fue apoyado por una política de sustitución de importaciones, abaratamiento de los insumos y complementariedad entre el sector público y el sector privado. También registró una de las tasas de crecimiento poblacional más altas del país y una creciente urbanización que impuso retos y limitaciones importantes. Transcurrió desde la recuperación de la Gran Depresión hasta el fin del decenio de 1960.




      La segunda etapa marcó un viraje a partir de 1970, ya que resultó imposible mantener las circunstancias anteriores y resistir cambios políticos de fondo, que culminaron con la crisis de la deuda de 1982 y las secuelas inmediatas de la nacionalización bancaria de ese año. Durante estos años el gobierno buscó una mayor intervención estatal para acelerar el desarrollo y basó su estrategia en aumentos del gasto público financiados por la impresión de dinero y el endeudamiento externo. La economía cayó en una primera crisis de insolvencia en 1976, que se consideró un problema no estructural. Esta caída fue breve, pues el hallazgo de enormes yacimientos petroleros proveyó de recursos al Estado para complementar el ahorro interno y generar divisas para adquirir los insumos de capital y las materias primas esenciales para mantener el aparato productivo en marcha. A esto se sumaron los créditos que recibió México por la enorme liquidez internacional que existía entonces. El resultado fue una expansión económica sin precedentes estimulada por la demanda enorme que, lamentablemente, no fue aparejada con una expansión equivalente de la inversión. El exceso de gasto público, el endeudamiento externo y el aumento de las tasas de interés internacionales llevaron a la economía a la crisis de la deuda de agosto de 1982. En esa coyuntura, el presidente López Portillo expropió la banca privada e instauró el control integral de cambios. 1982 fue un parteaguas porque la crisis de la deuda y las secuelas de la nacionalización bancaria interrumpieron un largo periodo de crecimiento económico que no se ha logrado recuperar. En lo político, la expropiación bancaria marcó una profunda escisión entre el Estado y el sector privado que no se recuperó del todo.




      La tercera gran etapa del periodo, de 1985 al 2000, estuvo marcada por la búsqueda de una nueva estrategia de desarrollo. La incapacidad interna de poder mantener altas tasas de crecimiento con estabilidad de precios, los vicios del aparato económico y las dificultades para financiar la economía a través de mecanismos sustentables llevaron al gobierno a buscar opciones alternas. El mundo estaba haciendo lo propio y los aires reformistas llegaron también a México: se desmanteló el aparato proteccionista comercial y se instituyó una política (parcial) de fronteras abiertas a través de tratados comerciales con otros países, especialmente el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN); se privatizaron numerosas empresas productivas y la banca comercial; se liberalizaron algunos mercados y se abrió la economía a la inversión extranjera, entre otras muchas medidas. Se inició con ello una profunda transformación de la economía que la modificó para siempre. La apertura económica fue la de mayor trascendencia. Pero no todas las reformas se realizaron de la mejor manera ni a fondo, por lo que el proceso quedó con claroscuros. Varios vicios estructurales se mantuvieron. La crisis de 1994 y sus secuelas, incluido un Congreso de la Unión dividido a partir de 1997, frenaron estos vientos reformistas y a partir de entonces sólo se aprobaron algunas reformas de corte político y judicial de gran importancia, y en menor medida las económicas. El proceso de reforma perdió fuerza.




      Los resultados de esta tercera etapa no fueron los esperados. El PIB no logró crecer al ritmo previo a 1982, pero la estabilidad de precios y del tipo de cambio se mantuvo a partir de 1995. La disponibilidad de bienes y servicios aumentó significativamente, aunque la ganancia en bienestar es difícil de medir. Por otra parte, la brecha regional se amplió, dividiendo al país. El lento crecimiento económico no generó los empleos necesarios y la migración a Estados Unidos continuó su tendencia. No se alcanzaron las metas económicas propuestas, pero a cambio el país inició una nueva etapa en lo político. A partir de 2000, el PRI dejó el poder presidencial después de setenta años de dominio cuasi absoluto para dar paso a la alternancia. México se modificó radicalmente. Se cuenta con una democracia más sólida, pero insuficiente para que se mantengan los gobiernos de coalición que generen acuerdos. Se ha feudalizado el poder político en los estados y los incentivos para cooperar entre las fuerzas políticas y económicas son insuficientes. El proceso económico-político de cambio entre 1960 y 2000 ha sido profundo y los resultados han sido positivos en algunos casos y negativos en otros.




       




       




      Debilidad estructural en los años sesenta




       




      Economía y transformación urbana y social




      La economía mexicana disfrutó de uno de sus periodos de crecimiento de mayor éxito durante los años sesenta, y esto se ha convertido en la psique colectiva en la meta a la que se debe aspirar. El PIB creció a una tasa promedio del 7,1 por ciento anualmente, cifra muy superior al rápido crecimiento de la población, por lo que aumentó por habitante un 3,6 por ciento anual. A su vez, la inflación fue muy baja, sólo un 2,8 por ciento, y el empleo mantuvo un crecimiento importante. Hubo estabilidad de precios y también del tipo de cambio. Fue, sin duda, el periodo prolongado más exitoso en cuanto a crecimiento económico y baja inflación que registró el país en el siglo XX. El aumento de la producción y el crecimiento impresionante de las ciudades aceleraron la tendencia que se venía observando desde los años cuarenta. Para 1970, el 48,6 por ciento de la población vivía en zonas urbanas, cuando sólo 10 años antes lo hacía el 39,3 por ciento. Por ejemplo, la Ciudad de México creció de 5,2 millones de habitantes en 1960 a 8,9 millones en 1970, un aumento del 71 por ciento. Algo similar ocurrió con las demás ciudades medianas y grandes del país, en las que se observó un crecimiento de casi el doble del promedio nacional.




      Esta desbordante urbanización se manifestó en el relativamente bajo crecimiento del sector agropecuario, especialmente de la agricultura, y de la industria extractiva. Estos sectores se rezagaron notablemente durante los años sesenta en comparación con el dinamismo de la industria y de los servicios. La agricultura sólo creció a una tasa del 3,2 por ciento, mientras que la minería se estancó en un 1,9 por ciento en promedio durante esos años, cifras inferiores al crecimiento de la población. Más destacable aún: la agricultura perdió casi el 25 por ciento de su importancia relativa en el PIB en sólo 10 años y la minería el 40 por ciento. Es decir, la migración del campo a la ciudad obedeció a la falta de oportunidades en el medio rural en relación con las zonas urbanas, fenómeno que se analizará más adelante y que tendría consecuencias fundamentales en el desarrollo del país a largo plazo.




      Por otra parte, los sectores urbanos y modernos de la economía registraron un dinamismo notable. Por un lado, la infraestructura básica, especialmente la electricidad, tuvo un fuerte crecimiento que impulsó a su vez el desarrollo de la industria de transformación y de los servicios. El sector eléctrico creció a razón de un 14,2 por ciento en promedio anual, mientras que la construcción lo hizo a razón de un 8,3 por ciento. La industria de transformación tuvo un crecimiento formidable de un 9,3 por ciento anual y registró una creciente diversidad en cuanto a sus ramas. En total, el sector industrial contribuyó con cerca del 40 por ciento del crecimiento del Producto Interior Bruto. Los servicios gubernamentales tuvieron un crecimiento del 8,5 por ciento, especialmente los relacionados con educación y servicios médicos. En 1962 había 6,9 millones de niños y jóvenes en el sistema educativo nacional y en 1971 la cifra se incrementó a 11,9 millones, la mayor parte de ellos en la enseñanza pública. El sistema de salud, fundamentalmente el Seguro Social y, en menor medida, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) y Petróleos Mexicanos (PEMEX) aumentaron la población derechohabiente de 4,8 millones en 1962 a 13,2 millones en 1971. Había una fuerte expansión del gasto social y de crecimiento de indicadores de bienestar.




      El crecimiento del PIB fue acompañado por una gran estabilidad de precios y el mantenimiento del tipo de cambio fijo. La inflación fue baja por dos razones. En primer lugar, el financiamiento del déficit público no recurrió a la impresión de dinero, sino al sistema bancario a través del encaje legal. El gobierno pasó a recibir de la banca de un 12 por ciento en 1963 a casi un 25 por ciento en 1970. Evidentemente, esta evolución del sistema bancario restó recursos al sector privado. En segundo lugar, el país tuvo la suerte de no experimentar crisis externas que alteraran fuertemente la balanza de pagos, como ocurrió durante la II Guerra Mundial o la Guerra de Corea. El ambiente internacional era de expansión económica y del volumen del comercio mundial, sin graves fluctuaciones que afectaran los precios internos.




      La productividad del factor trabajo creció durante este mismo periodo un 5 por ciento anualmente, medido por horas, lo cual se debió a su vez a una fuerte inversión, tanto pública como privada. El dinamismo se prolongó hasta 1970, al concluir la administración del presidente Gustavo Díaz Ordaz. La formación bruta de capital creció, en términos reales, un 10 por ciento en promedio anual, lo cual hizo que su porcentaje en el PIB pasara del 14 al 18 por ciento durante el decenio. La década de 1960 fue un periodo en el que se vislumbró un proceso de crowding in, o sea que la inversión pública generaba más inversión privada que permitía aprovechar externalidades positivas y economías de escala. Mientras que el gobierno reforzó su inversión tanto en infraestructura básica como en la dotación de energía eléctrica, combustibles e incluso obras de apoyo al sector agrícola —en especial en el riego—, que beneficiaban tanto a la agricultura como a la generación de energía eléctrica —que creció un 10 por ciento anualmente—, el sector privado invirtió en la industria y los servicios, lo que permitió la rápida industrialización. También se reforzaron las obras de beneficio social, como por ejemplo obras urbanas y rurales, para la educación y los servicios de salud. En efecto, la inversión pública en términos reales creció un 7 por ciento anualmente hasta 1970. Por su parte, el sector privado aprovechó esta coyuntura positiva y alcanzó un ritmo de crecimiento promedio anual del 11 por ciento en los años sesenta.




      El sector privado aprovechó simultáneamente la protección adicional que recibió. Desde mediados de los años cincuenta, pero sobre todo al inicio de los años sesenta, este sector, particularmente la Confederación de Cámaras Industriales de los Estados Unidos Mexicanos (CONCAMIN) y cada vez más la Cámara Nacional de la Industria de Transformación (CANACINTRA), presionó al gobierno para recibir protección adicional a la arancelaria a través de las leyes y reglamentos de mexicanización. En suma, esta política restringía a una serie de sectores a estar mayoritariamente en manos de inversionistas mexicanos, con lo que se protegía de forma indirecta a los empresarios. Este proceso tuvo su primera manifestación al nacionalizarse la industria eléctrica en 1960 y mexicanizarse la minería (el 49 por ciento del capital pertenece a capitalistas mexicanos o al gobierno). En el caso de la petroquímica secundaria, el capital extranjero máximo era del 40 por ciento mientras que el sector financiero fue mexicanizado en 1966. Finalmente, en 1970 el presidente Díaz Ordaz decidió favorecer la «mexicanización» en ramas industriales de importancia, como la siderurgia, el cemento, el vidrio, la celulosa, los fertilizantes y el aluminio, de tal suerte que al menos el 51 por ciento del capital de las empresas debían estar en manos nacionales. A la vez, el sector público decidió tomar directamente empresas importantes en hierro, acero y azufre, muchas veces con afán de controlar los precios.




      Esta política proteccionista era la consecuencia lógica de la convicción compartida entre funcionarios («técnicos») gubernamentales y muchos líderes empresariales. El desarrollo del país debía estar plenamente enfocado hacia el mercado interno. Ello significaba integrar verticalmente todas las actividades productivas, de tal suerte que la sustitución de importaciones debía orientarse hacia bienes intermedios y de capital, que hasta entonces habían estado poco desarrollados. Como consecuencia se redujo el sector externo en la economía. El valor del comercio exterior (importaciones más exportaciones) disminuyó del 25 por ciento del PIB en 1960 al 20 por ciento en 1970.




      Para lograr un rápido crecimiento económico era necesario contar con un sector financiero dinámico, que estimulara el ahorro y pudiera canalizar eficientemente los recursos hacia las actividades productivas. La estabilidad del tipo de cambio y de los precios, aunada al alto grado de liquidez de los instrumentos de ahorro y a la garantía de facto que se ofrecía por los depósitos bancarios, permitió durante estos años que el público prefiriera instrumentos de captación de recursos de renta fija sobre los de renta variable y llevar a cabo su ahorro en el país en lugar de hacerlo en el extranjero, pues los rendimientos internos eran superiores a los externos. La estrategia dio resultado pues, entre 1962 y 1970, la canalización de recursos del sistema bancario a empresas y particulares aumentó un 14,6 por ciento en términos reales, cifra 100 por ciento superior a la del crecimiento del producto. Lamentablemente, el éxito de esta estrategia inhibió el desarrollo del mercado de valores, pues la garantía de un alto rendimiento, fijo, hizo poco atractiva la inversión en valores que tenían un rendimiento variable y por lo mismo más riesgo. No obstante, el financiamiento bancario se destinó cada vez más a apoyar proyectos de inversión y no sólo de capital de trabajo, como había sido el papel fundamental durante los decenios anteriores. Además, a partir de 1963 el sistema bancario, a través del encaje legal, comenzó a financiar sistemáticamente al sector público mediante la tenencia de bonos gubernamentales como parte de sus reservas legales, lo que a su vez complementó el ahorro público. El papel del sector financiero en el desarrollo económico del país en la década de 1960 adquirió una gran importancia, lo que se tradujo en altas tasas de crecimiento. La economía mexicana vivía una etapa brillante, con crecimiento y estabilidad de precios, con ampliación de servicios de salud y educativos a sectores cada vez más amplios de la población. Lamentablemente esta bonanza escondía una serie de factores que debilitaban su estructura y ponían en entredicho la viabilidad de un crecimiento rápido y sostenido a largo plazo.




       




      Límites del crecimiento




      A lo largo de los años cincuenta, pero fundamentalmente en los años sesenta, se hizo cada vez más evidente que existía un cierto número de factores que empezaban a encender señales de atención sobre el desenvolvimiento de la economía y su capacidad para mantener un rápido crecimiento en el futuro. Algunas de estas señales eran apenas perceptibles; otras eran el resultado del propio modelo de desarrollo y por tanto estaban íntimamente ligadas a la propia sociedad. Los factores fundamentales que, a nuestro modo de ver, comenzaban a poner en entredicho la viabilidad de la economía estaban relacionados con la competitividad del aparato productivo, con el dinamismo y diversificación del sector exportador para asegurar el acceso a bienes y servicios del exterior, y con la forma de financiamiento de la economía. Veamos cada uno de ellos con algún detalle.




       




      Pérdida de competitividad




      El aparato proteccionista que inicialmente se estableció en 1947 tenía el objetivo primordial de restringir las importaciones en un momento en que la sobrevaluación del peso y el aumento del ingreso nacional amenazaban la estabilidad de la balanza de pagos. En un principio, se protegieron exclusivamente algunos productos y ramas industriales, elevando aranceles y en contadas ocasiones se establecieron cuotas, pensando que esta medida sería más bien temporal. Conforme avanzó el decenio de 1950, el esquema se fue ampliando para abarcar muchos más productos y áreas de la economía, sobre todo en el caso de bienes de consumo final que eran más fáciles de sustituir. Ello llevó con el tiempo a una política explícita de industrialización basada en la sustitución de importaciones, de tal suerte que se lograran producir internamente bienes que anteriormente se importaban, con el doble propósito de estimular la economía nacional y ahorrar divisas.




      Para que la política tuviera éxito, el gobierno estableció subsidios directos e indirectos al sector industrial e intensificó las inversiones públicas en infraestructura básica, especialmente en la dotación de energía y combustibles a bajo costo, el mantenimiento de las líneas férreas y la construcción de carreteras. Al mismo tiempo, apuntaló su base política a través de los apoyos a sindicatos oficiales que aumentaron sus salarios y prestaciones, además de favorecer a los líderes sindicales para asegurar su control político. La estrategia de desarrollo incluía el control de ciertos precios que se consideraban esenciales y estratégicos para el desenvolvimiento económico. Esta política económica de proteger a la industria limitando la competencia que tenía que afrontar, pero al mismo tiempo aumentando sus costos y limitando el precio final de venta, constituyó una contradicción fundamental que no logró sustentar la estrategia de crecimiento económico. En buena medida, ésa fue una de las razones por las cuales el Estado nacionalizó ciertas industrias. Si controlaba el precio final de un sector, por ejemplo el energético, y al mismo tiempo apoyaba aumentos de costos laborales por las mayores prebendas a los sindicatos, llegaría el momento en que al empresario privado no le convendría seguir produciendo y el Estado se enfrentaría con la disyuntiva de dejarlo quebrar o mantener la empresa en actividad pero en manos del Estado. Eso salvaba las fuentes de trabajo y posibilitaba el control de los precios, pero mediante un subsidio con tendencia a crecer en el futuro.




      El modelo tuvo mucho éxito en su primer decenio de existencia, pues permitió que el sector industrial creciera muy rápidamente, que desarrollara capacidades empresariales internas y que generara empleo bien remunerado. Esta política también estimuló la entrada de inversión extranjera, pues las empresas foráneas decidían trasladarse al país al no poder comerciar sus productos, pero reforzó la estructura de mercado oligopólica, pues la propia legislación estableció indirectamente barreras a la entrada al cerrar la frontera a la competencia extranjera. Por tanto, había incentivos para que se establecieran suficientes empresas que satisficieran el mercado interno, a cualquier precio y con cualquier calidad. Desde 1950 y decididamente para 1960, una buena parte de la industria había alcanzado ya prácticamente la autosuficiencia. El coeficiente de importaciones en relación con la oferta total para toda la industria era, en 1960, de un 9,5 por ciento. Es decir, se requería menos del 10 por ciento de importaciones para la demanda interna de bienes industriales.




      Mantener el esquema de protección tal y como había venido operando para la industria de bienes de consumo, y como hemos visto en otras áreas también, tendría varias consecuencias. En primer lugar, el desarrollo de la industria al amparo de la protección de la competencia externa, de subsidios a la agricultura y a empresas públicas, y el aumento de rigideces en el mercado laboral conllevaban naturalmente el efecto de no alcanzar un nivel de competitividad adecuado. Esto fue una consecuencia grave a medio plazo, pues la falta de éste implicó que el crecimiento de la industria sólo podía provenir de la expansión del mercado interno a precios cada vez más elevados, el cual por definición estaba limitado, sobre todo dada la mala distribución del ingreso y la baja elasticidad de los bienes de consumo no duradero. Si bien este factor limitante no fue efectivo a corto plazo, pues el mercado interno creció rápidamente durante los años sesenta, requeriría tarde o temprano enfrentar la competencia externa y eliminar la falta de eficiencia en otros mercados de insumos, como el energético y el laboral. El esquema, tal como estaba planteado, no tenía viabilidad a largo plazo.
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